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En el marco de las elecciones de 2023, la mayoría de los argentinos se declaró —en las encuestas, en las redes sociales y en las urnas— hastiada de los partidos y de las coaliciones creadas, tanto por peronistas como no peronistas, para llegar al gobierno. Como resultado, el electorado se inclinó por un líder que carecía de partido y aliados, y prometía que gobernaría sin negociar con nadie. 


Sin embargo, pronto se hizo evidente que no es factible llevar esa promesa a la práctica. ¿Fue una respuesta sensata apostar por un gobierno unipersonal frente al fracaso de nuestras coaliciones? ¿Hubiera sido mejor enfrentar los problemas de los acuerdos entre partidos? ¿Hubiera sido más razonable intentarlo de nuevo con mejores criterios, ideas y protagonistas? 


Para responder estas preguntas, Marcos Novaro recorre nuestra historia reciente y analiza los rasgos institucionales que han condicionado la vida de los partidos y la cooperación entre ellos. Parte de una premisa sencilla: la competencia entre coaliciones alternativas no va a desaparecer en el país, ya que la fragmentación del sistema político obliga a componer mayorías sobre la base de acuerdos. A partir de esa constatación, examina cómo puede corregirse el mal funcionamiento institucional y partidario para que arreglos exitosos —electorales y legislativos— puedan transformarse en gestiones eficaces e innovadoras.


   MARCOS NOVARO
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  Es sociólogo y doctor en filosofía. Se desempeña como investigador principal del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), dirige el Centro de Investigaciones Políticas (CIPOL) y es titular de la cátedra de Teoría política contemporánea en la carrera de ciencia política de la Universidad de Buenos Aires. Fue becario Fulbright en la George Washington University y Columbia University en 2006 y becario Guggenheim entre 2008 y 2009.
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    PRESENTACIÓN


    PARA LA ACADEMIA Nacional de Ciencias Morales y Políticas es un gusto presentar al público erudito e interesado por los grandes temas académicos esta obra del politólogo Marcos Novaro referida a las coaliciones electorales y a las coaliciones de gobierno, editada y cuidada por el prestigioso sello editorial Fondo de Cultura Económica, de gran alcance y difusión en el ámbito latinoamericano y europeo de lengua castellana.


    El tema de la obra corresponde, en lo sustancial, al trabajo presentado —de manera anónima, conforme a las reglas establecidas— a la convocatoria del año 2023 del Premio Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas. Así lo dictaminó el jurado integrado por los académicos de número Rosendo Fraga, Rodolfo Díaz, Luis Alberto Romero y Liliana de Riz.


    La Academia fue creada en 1938 y fue su primer presidente el doctor Rodolfo Rivarola. Su objeto es profundizar en el estudio de las ciencias humanistas, acercando a la sociedad sus estudios e investigaciones y contribuyendo con sus opiniones al Estado nacional, cuando estas son requeridas. La denominación de ciencias morales y políticas proviene del nombre de la Academia Francesa que fue su modelo, según se denominaba por entonces a las ciencias sociales o humanistas. Sus 35 sitiales son ocupados por académicos de número provenientes de distintas disciplinas: ética, filosofía, sociología, historia, derecho constitucional, ciencia política, economía, relaciones internacionales, religión, periodismo, literatura, defensa nacional y bioética. Este amplio espectro intelectual bien podría encuadrarse dentro de la ciencia política, entendida en sentido amplio.


    A lo largo de su existencia integraron esta Academia personalidades de la ciencia y la cultura, entre las que cabe destacar a los premios Nobel Carlos Saavedra Lamas y Bernardo Houssay. Además de sus miembros de número, integran la Academia prestigiosos miembros correspondientes, residentes en el exterior y en el interior del país. En sus ocho institutos se realizan actividades públicas sobre política internacional, sociología política, filosofía política e historia de las ideas, economía política, política constitucional y derecho y economía.1


    En este contexto, el Premio Academia tiene el propósito de incentivar el debate y la investigación sobre temas considerados de importancia relevante en el ámbito de la sociedad y de las instituciones políticas.


    El trabajo premiado aborda el comportamiento de los actores políticos, particularmente los partidos y los candidatos, para celebrar acuerdos preelectorales y poselectorales, ya sea en la conformación de bloques legislativos o de gobierno. Analiza los distintos incentivos que se registran en la arena política y la manera en que tales acuerdos son percibidos en la sociedad. Si bien el tema de las coaliciones es de análisis frecuente en los sistemas de tipo parlamentario, su presencia no es indiferente en los modelos presidencialistas, como lo demuestra el caso chileno.


    De nuestra parte, desde hace tiempo venimos señalando en distintos escritos e intervenciones el problema que ocasiona la ausencia de las coaliciones electorales y las coaliciones de gobierno en nuestra legislación sobre partidos políticos. Esta solo considera a las “alianzas” como acuerdos transitorios que fenecen apenas concluida una elección, y a las “confederaciones” de partidos, una figura muy poco utilizada en la práctica. Dicha ausencia se manifiesta en las consecuencias jurídicas en materia de financiamiento y de otras responsabilidades tanto civiles como penales de los dirigentes y responsables de las campañas.


    Mientras tanto, y desde hace muchos años, la ciudadanía no vota por partidos sino por “espacios”, no suficientemente definidos, que suelen variar en su composición entre elección y elección. Por otra parte, más allá de los acuerdos programáticos que realizan, no cuentan —stricto sensu— con reglas internas o mecanismos de decisión o de resolución de sus desacuerdos. Esos acuerdos pocas veces son exigibles por parte de los votantes o de los afiliados de los partidos que conforman tales espacios, limitándose la resolución a negociaciones de cúpulas, que exacerban la denominada “ley de hierro de las oligarquías”.


    Las distintas crisis y desacuerdos verificados en los grandes “espacios” durante los últimos dos períodos de gobierno de nuestro país no son más que una muestra de las dificultades que han existido para sostener la idea de coalición.


    Este valioso trabajo de Marcos Novaro explora distintos escenarios de coaliciones en nuestro país en los últimos tiempos. Como los escenarios políticos suelen ser variables, el propio autor ha puesto al día el texto premiado a los efectos de que la publicación mantenga su vigencia y cumpla con el propósito de contribuir al mejoramiento de nuestra calidad institucional.


    Al momento de felicitar al autor premiado, quien ya es una figura consagrada en el ámbito de las ciencias sociales, agradecemos al Fondo de Cultura Económica por respaldar nuestra tarea y muy especialmente a la Fundación Banco Ciudad por su constante apoyo y respaldo a este premio. Ahora aguardamos y esperamos el juicio de los lectores, después de atravesar y disfrutar esa relación casi mágica que origina el silencio de la escritura.


     


    ALBERTO RICARDO DALLA VIA


    Presidente de la Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas


    
      
        1 Los trabajos se difunden a través de la página web: <www.ancmyp.org.ar>.

      

    

  





    PRÓLOGO


    ESTE LIBRO DE Marcos Novaro es la versión reelaborada del ensayo que obtuvo en 2023 el Premio Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas. En marzo de 2022, meses después de la elección de mitad de término y con las expectativas puestas en las elecciones generales del año siguiente, la Academia decidió dedicar su concurso anual a un tema que, según se vislumbraba, sería crucial: la relación entre las coaliciones electorales y las coaliciones gubernamentales.


    En marzo de 2023 se cerró la recepción de los trabajos, y poco después, a fines del mes de mayo de ese año, emitió su dictamen el jurado, que integré junto con los académicos Liliana de Riz, Rodolfo Díaz y Rosendo Fraga. Se declaró ganador al trabajo “La difícil relación entre coaliciones electorales y de gobierno en Argentina”, presentado bajo el seudónimo “WW”.


    Dijo el jurado en su dictamen:


     


    El trabajo de WW parte de la constatación de las dificultades que en Argentina experimentan las coaliciones para perdurar y para gobernar con eficacia y propone una explicación centrada en los rasgos de los partidos y su interacción con reglas específicas del sistema, que organizan su actuación institucional y entorpecen la cooperación.


    Entre las dificultades, destaca en primer término el sistema federal y la territorialización de los partidos, que originan una variedad de acuerdos distritales en “coaliciones multinivel”, señalando su heterogeneidad y la frecuente incongruencia entre los acuerdos nacionales y los distritales. Por otra parte, señala los problemas derivados de la legislatura bicameral, el federalismo descoordinado, la representación proporcional con bajos umbrales, las elecciones muy frecuentes y solo en parte concurrentes y los gabinetes poco institucionalizados. Observa que la formación de coaliciones no facilitó la alternancia de mayorías legislativas sólidas y se siguieron generando gobiernos de pluralidad o de minorías. La hegemonía peronista en el Senado continúo, mientras que en la Cámara de Diputados solo se conformaron mayorías ocasionales y acotadas. Esto fue corolario, entre otros factores, del sesgo mayoritario, producido por el pequeño tamaño de las circunscripciones en la mayoría de las provincias.


    El autor realiza una ajustada descripción del contexto institucional de las coaliciones, como antecedente para interpretar los comportamientos de los actores. Para su buen funcionamiento son condiciones sine qua non —afirma— la existencia de un programa compartido y viable sobre al menos parte de la agenda, así como de mecanismos para resolver conflictos que surjan sobre la gestión, la designación de funcionarios o la selección de candidaturas, a lo que se agrega otro factor clave: contar con líderes consensuados. Finalmente —agrega— la gestación de una identidad coalicional es un componente que da cuenta del grado de madurez de la coalición


    El autor pasa revista de las experiencias de coalición: la Alianza en 1999, la de 2002, basada en un acuerdo entre los altos dirigentes peronistas y radicales, la “transversalidad” de N. Kirchner en 2007, Cambiemos, que gobernó entre 2015 y 2019, y las organizadas con vistas a la elección presidencial de 2023. Lo hace a la luz de los factores institucionales señalados y destaca que, en el caso argentino, un estilo de gestión personalista, centrado fuertemente en la figura y las iniciativas del presidente, y frágiles reglas para conformar y hacer funcionar los gabinetes, así como para articular al Ejecutivo y el Legislativo, conspiran contra la estabilidad y solidez de las coaliciones. Finalmente, concluye con la enumeración de factores que propiciarían su perdurabilidad y eficacia.


     


    En la sesión ordinaria de la Academia de principios de junio de 2023 se aprobó el dictamen y se abrió el sobre que revelaba la identidad del autor. Frecuentemente, los ganadores de este premio han sido investigadores jóvenes. Para satisfacción de los académicos —y algo de sorpresa—, WW resultó ser Marcos Novaro, un investigador prestigioso, que honraba el premio de la Academia.


    La formación de Novaro es amplia. Licenciado en Sociología en la Universidad de Buenos Aires (UBA), donde luego se doctoró en Filosofía, realizó estudios posdoctorales en la Universidad de Columbia, Nueva York, y en el Centro de Estudios Constitucionales de Madrid. Ha sido becario de las fundaciones Fulbright y Guggenheim y hoy es investigador principal del Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET) y profesor de Teoría política contemporánea en la UBA, donde dirige el Centro de Investigaciones Políticas.


    Ha escrito varios libros sobre problemas políticos contemporáneos, como Representación y liderazgo en las democracias contemporáneas (2009); Manual del votante perplejo (2015); Dinero y poder. Las difíciles relaciones entre empresarios y políticos en la Argentina (2019). En su obra académica se advierte el propósito de volcar los resultados de sus investigaciones a la explicación de problemas de interés público.


    Novaro ha incursionado en el campo de la historia política contemporánea. Con Vicente Palermo escribió dos sólidos estudios sobre el período de la última dictadura militar y el gobierno de Carlos Menem, que son obras de obligada referencia. Fue elegido por Tulio Halperin Donghi para escribir el último tomo de la colección Historia Argentina que dirigía, sobre el período 1983-2001.


    Desde hace un tiempo Novaro es un conocido analista político, de presencia habitual en los medios, que se destaca por la agudeza de su mirada, su solidez conceptual, la fineza del argumento y su capacidad para traducir todas esas virtudes profesionales de manera clara y comprensible.


    Conozco desde hace mucho tiempo a Novaro; hemos coincidido en muchas actividades y siempre he apreciado su talento. Me permito evocar dos de esas ocasiones. La primera, hacia 2000, como alumno de un seminario de doctorado que dictaba en Filosofía y Letras de la UBA, en el que, entre un conjunto muy calificado de alumnos, sobresalía por su formación y su criterio. La segunda, hacia 2010, cuando dirigía la Biblioteca de Historia Argentina de la editorial Siglo XXI. Orientada principalmente a docentes interesados en acercarse al conocimiento académico, los autores que elegimos —historiadores destacados— debían combinar complejidad, problematicidad, claridad y síntesis. Cuando llegamos al volumen sobre la segunda mitad del siglo XX y los comienzos del XXI, encontramos que los historiadores habían producido por entonces muy pocos trabajos de síntesis. Luego de repasar infructuosamente la lista, en un momento ampliamos el campo de búsqueda, e inmediatamente dimos con Marcos, un excelente politólogo, buen conocedor del período y experto en el tipo de escritura que necesitábamos para la colección. Descubrí entonces que, además de politólogo y conocedor de la filosofía política, Marcos integraba legítimamente la informal cofradía de los historiadores.


     


    El ensayo entonces premiado, “La difícil relación entre coaliciones electorales y de gobierno en Argentina”, puede leerse en la página web de la Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas. El libro que ahora se publica difiere, de manera significativa, de aquel ensayo, y esto merece una explicación.


    Como señalé, el trabajo original fue concluido en marzo de 2023, hace algo más de un año. Si se tratara de una investigación sobre el pasado reciente, diría “apenas un año”. Pero este trabajo, que aúna las dimensiones histórica, comparativa y teórica, se propone llegar hasta el presente y más aún, señalar cuestiones prospectivas. Y a la hora de publicar el ensayo premiado, el presente del país político es, ciertamente, muy diferente del de algo más de un año atrás.


    Hay cambios menores que son normales en estos casos. Es común que, cuando un texto circula entre los colegas, los investigadores recojan las opiniones y realicen ajustes y modificaciones. Asimismo, es usual que las versiones en forma de libro de esos trabajos, dirigidos a un mundo diferente del estrictamente académico, tengan algunos cambios en la forma y el estilo, como ocurre frecuentemente con los libros surgidos de tesis doctorales.


    Pero lo cierto es que, en este caso, los cambios son mucho mayores, pues al ensayo se ha agregado una sección nueva bastante extensa. Demasiadas cosas pasaron en Argentina desde marzo de 2023, y muy especialmente en el aspecto especifico de este libro: la relación entre coaliciones electorales y las coaliciones políticas.


    En marzo de 2023 el horizonte común era la futura confrontación de dos coaliciones —Unión por la Patria y Juntos por el Cambio— que aún no habían definido sus candidatos ni sus programas. Los interrogantes que organizan el texto original están referidas a ese presente. Desde entonces, los datos de la situación han cambiado sustancialmente, lo que a la vez exige un examen de lo sucedido en este año largo y permite constatar si las hipótesis generales que estructuraron el ensayo siguen siendo válidas en un mundo político tan diferente.


    Basta con recordar un par de hechos, simples y contundentes: ninguna de las dos coaliciones que se perfilaban a comienzos de 2023 triunfó en las elecciones, ambas están en crisis o disolviéndose, y el nuevo presidente, proveniente de una fuerza política pequeña, no solo carece de una coalición que lo sustente sino que parece poco preocupado por conformarla.


    Lo que en marzo de 2023 eran preguntas sobre un futuro previsible ya tienen respuestas, bastante inesperadas, y sobre todo muchos interrogantes nuevos. De todo este nuevo ciclo —que sigue teniendo un final abierto— se ocupa la sección final, que sin perder la continuidad con los principios analíticos del trabajo original, se extiende hasta un nuevo presente, tan efímero como aquel. Creemos que, de este modo, aunque cambiando la forma de la primera versión del ensayo, se materializa el espíritu de la labor de nuestra Academia, que consiste en aportar constructivamente al conocimiento y a la discusión de los problemas del país.


    En el núcleo del argumento inicial de Novaro está el problema de la fragmentación de los partidos políticos, que se hizo manifiesta a partir de la crisis de 2001, incluso en gobiernos como el de Néstor y Cristina Kirchner, donde un liderazgo vigoroso disciplinó las fuerzas centrípetas. La consecuencia de esa fragmentación es la necesidad absoluta de la formación de coaliciones, tanto para competir electoralmente como para gobernar. En estas décadas, las coaliciones no han sido exitosas. Pero a pesar de sus fracasos —sostiene Novaro—, siguen siendo la única forma de fundar un gobierno mínimamente aceptable. En Argentina —concluye—, las coaliciones, tanto las electorales como las de gobierno, están en el centro de la gobernabilidad.


    Para estudiar sus limitaciones y fracasos en la experiencia argentina reciente, Novaro elige un ángulo que es a la vez general y acotado: los obstáculos institucionales, que precisamente destacó el jurado en su dictamen. Y entre ellos, dos que parecen decisivos: un sistema electoral completamente inadecuado para el surgimiento de coaliciones firmes y un régimen federal también inadecuado para darles estabilidad en el gobierno. En un contexto general de crisis y decadencia, en el que los beneficios que pueden distribuir los gobiernos entre sus asociados no son muchos y los costos de sus políticas pueden ser muy altos, las coaliciones se han debilitado tanto por el escaso compromiso de sus integrantes originarios como para la búsqueda por parte de los gobernantes, ante los problemas de gestión del gobierno, de alianzas y combinaciones nuevas.


    Como dijimos, la primera parte de este ensayo —escrita a principios de 2023— tiene como contexto la situación política en 2021, luego del fracaso electoral del Frente de Todos en las elecciones de medio término. Por entonces todo indicaba que en las elecciones presidenciales la coalición gubernamental enfrentaría a una oposición parcialmente renovada (Juntos por el Cambio) que parecía tener mayores chances. Uno de los requisitos era que dicha coalición terminara de fraguar, con acuerdos programáticos, reglas de juego internas y, sobre todo, candidatos claros. De ahí que en las conclusiones Novaro se concentrara en señalar los problemas de la coalición —que eran muchos— y en apuntar los caminos a seguir para su consolidación. El análisis culminaba con una serie de consejos marcadamente prescriptivos, también puntualizados en el dictamen del jurado.


    De ahí en más, a lo largo de 2023, el escenario cambió completamente, de modo que resultaba imprescindible un análisis de las novedades tan detenido como el de la primera parte. Novaro analiza de manera minuciosa la implosión de Juntos por el Cambio y el sorpresivo ascenso de Javier Milei, un outsider sin experiencia ni estructura política, pero con unas consignas elementales —“casta” y “dolarización”— que capturaban la imaginación del momento. Sorpresivamente, filtrándose entre sus contendientes, se impuso en un balotaje en el que compitió —de forma también sorpresiva— con Sergio Massa, el candidato del peronismo.


    El escenario ha cambiado por completo y el desarrollo futuro es incierto. De acuerdo con el planteo de Novaro, un outsider, que llega sin estructura, sin gobernadores y con muy pocos diputados y senadores, solo podría gobernar si, desde la presidencia, construyera una coalición adecuada, que lo sostenga y le dé legitimidad plena. Pero ni Milei parece creer mucho en ella, ni el núcleo básico de sus votantes —otra incógnita— parece reclamárselo.


    Novaro ha optado por un final abierto. El libro termina con unas conclusiones que, en lo esencial, son las mismas con las que cerraba su ensayo de 2023. El libro amplía el ensayo pero conserva su coherencia analítica y, en cierto sentido, valorativa. De un modo u otro, nos dice, la gobernabilidad sigue vinculada a la solidez y coherencia de una coalición de gobierno.


     


    LUIS ALBERTO ROMERO


    Vicepresidente de la Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas

  





    INTRODUCCIÓN


    ¿QUÉ SE PUEDE aprender de la experiencia acumulada durante las últimas décadas de política argentina, en la que sucesivas coaliciones, de distinto signo, lograron ocasionales éxitos electorales, pero estos fueron seguidos regularmente de resonantes fracasos en la gestión?


    Muchos asocian esos malos rendimientos gubernamentales a que, más allá de las peculiaridades de cada caso, durante este período todas las fuerzas vencedoras fueron, precisamente, coaliciones: integradas por partidos o fragmentos de partidos heterogéneos entre sí, resultaron electas por la promesa de que actuarían como tales en el poder, pero les resultó imposible cumplir esas expectativas con los líderes, las estructuras partidarias y las instituciones representativas y de gobierno que tuvieron a su disposición.


    ¿Los déficits de gestión que signaron el paso por el poder de Cambiemos y del Frente de Todos (FdT) o, más atrás, de la Alianza y la Concertación Plural, se originaron siempre en problemas coalicionales de este tipo? ¿No son atribuibles por tanto a ningún grupo u orientación política en particular, ni a este o aquel líder, sino que tienen raíces más profundas en nuestras instituciones y en nuestra cultura política? ¿Qué diferencias, de todos modos, pueden encontrarse entre esos distintos casos?


    Y más importante para el momento actual: ¿van a repetirse estos mismos problemas en la gestión recién iniciada de Javier Milei y La Libertad Avanza (LLA)? ¿O ellos podrían evitarlos, gracias a que se trata del innovador, incluso inédito, intento de un presidente prácticamente sin partido ni coalición, de gobernar lo más solo que le sea posible?


    A continuación se buscará contestar al menos algunas de estas preguntas, a partir de un análisis de los rasgos institucionales que resultan determinantes para la formación y el funcionamiento de los acuerdos entre partidos, en los sistemas presidencialistas en general y en nuestro país en particular.


    Partimos de una premisa sencilla: la competencia entre coaliciones alternativas no va a desaparecer en Argentina, por más que surjan nuevas fuerzas que pretendan ser autosuficientes, liderazgos personalistas que no se interesen mayormente por contar con bases de apoyo partidarias o multipartidarias bien estructuradas, o se derrumben alianzas entre esta o aquella fuerza. Porque la fragmentación de nuestro sistema político obliga a componer mayorías sobre la base de acuerdos. Aunque la sucesión de fracasos siga alimentando la desafección con los partidos y aventureros de distinto signo puedan sacar provecho ocasional de esa frustración.


    A partir de esas constataciones, este libro analiza las experiencias recientes de gobierno y las razones estructurales que pueden darse por su mal desempeño, con la vista puesta en cómo ellas podrían corregirse, para que arreglos electorales exitosos puedan transformarse en el futuro en gestiones más eficaces.


    Existe una variedad de alternativas para encarar la pregunta sobre por qué nos hemos vuelto un país sistemáticamente mal gobernado. Un enfoque posible es buscar el momento en que Argentina empezó a desbarrancar, a alejarse de la senda del progreso y a perder posiciones respecto a las demás naciones, para identificar así a los protagonistas de ese trágico desvío y las políticas que impulsaron.


    Esta forma de ver el asunto se ha vuelto en verdad todo un deporte de nuestra dirigencia política y del debate intelectual: sin ir más lejos, el macrismo fundó su éxito años atrás, entre otras cosas, en promover la idea de que había que superar “setenta años de populismo”, tesis que poco después recogió y extremó el discurso libertario, para el cual nuestros problemas se habrían originado no setenta sino cien años atrás, cuando sentó sus bases el estatismo. Dos variantes, a su vez, opuestas a las explicaciones predominantes hasta entonces, y que atribuyeron nuestra decadencia al “neoliberalismo” supuestamente imperante entre nosotros desde la década de 1970.


    Como vemos, dado que este debate tiene tan larga historia, y son varios los momentos en que desbarrancamos, hay todo tipo de culpables a mano, casi tantos como actores políticos y sociales u orientaciones de política pública: los radicales, los peronistas, los populistas en general, los militares, los liberales, los empresarios, los sindicatos, etc. Los historiadores, economistas y el mundo intelectual que se preguntan “¿cuándo se jodió Argentina?” terminan enredados así en una madeja de argumentos que solo resultan útiles para la lucha política, no para una discusión razonable de este problema.


    Otra forma de pensar el asunto es poner la atención en razones estructurales, de naturaleza económica, social, política o cultural, o en una mezcla de todas ellas. La lista de “causas” también puede ser bastante larga y variada, y por tanto desalentadora. En ella aparecen casi automáticamente varias archiconocidas, como nuestra tendencia a crear nichos de privilegio para intereses particulares bien organizados; o la preferencia por el discrecionalismo en detrimento de las reglas y la consecuente inestabilidad de estas últimas, que hace naufragar al Estado frente a potentes corporaciones. Asimismo se suele destacar un federalismo mal concebido y descoordinado, la expansión insostenible e ineficiente del gasto público, y se ha aludido al movimiento pendular entre el extremo intervencionismo y la desregulación ilimitada, o entre la búsqueda de la autarquía económica y el aislamiento y aperturas drásticas, sin criterio. Seguro se pueden agregar unas cuantas causas más, de distinto orden, de las que se podrán sacar conclusiones muy útiles.


    En principio, esta parece una mejor vía que la anterior para buscar respuestas y soluciones, y no simplemente identificar culpables. Sin embargo, no vamos a enfocarnos aquí en ninguno de esos puntos de vista, sino en algo más general y al mismo tiempo más acotado: el mal funcionamiento de los propios gobiernos, más allá de las políticas específicas que hayan ejecutado, de los actores en que se apoyaran o de las ideas con que justificaran sus decisiones.


    Vamos a focalizar aún más la atención: en las relaciones, frecuentemente inestables, mal definidas y poco colaborativas entre los actores y los grupos reunidos para ganar las elecciones, que fallan cuando estos deben gobernar unidos y sumar otras voluntades.


    Esto alude, en esencia, al modo en que se forman y funcionan las coaliciones entre partidos, que responde a una razón bastante sencilla: nuestros políticos han demostrado ser muy capaces de ganar elecciones, competir por el poder los apasiona y lo hacen bastante bien en muchos casos, pero después no logran demostrar que tenían planes razonables y sustentables para ejercer el poder conquistado, y atender mínimamente las expectativas que crearon en la sociedad. Esta dificultad, en una época en que reina la fragmentación política, y por tanto los gobiernos se forman por agregación de partidos y facciones con distintas orientaciones y preferencias, consiste en esencia en convertir convergencias electoralmente exitosas en alianzas de gobierno que funcionen y se sostengan en el tiempo. En esta problemática enfocaremos nuestro análisis, asumiendo que la estabilidad y eficacia de esas coaliciones de gobierno depende de muchos factores: el desempeño económico, la disponibilidad de recursos fiscales en manos de los presidentes, el grado de polarización imperante, etc.; pero, por sobre todas las cosas, resulta de administrar todos esos factores de modo que los acuerdos se cumplan y perduren.


    Por lo común, nos encontramos con presidentes que sobreviven “a costa de” sus coaliciones y no gracias a ellas. Líderes que, para conservar el poder, relativizan o directamente desconocen los acuerdos interpartidarios sellados para conquistarlo. O suele suceder también que, quienes no lo hacen, terminan siendo devorados por las fuerzas que los llevaron al gobierno, pierden el control sobre ellas y en ocasiones sus cargos.


    ¿Cómo encarar entonces este problema? De lo que se trata es de entender cómo interactúan los aliados que llegan al poder, deben tomar decisiones y sostenerlas, o corregirlas, para lograr que una gestión, sea cual sea el programa que persiga, administre razonablemente los recursos a su disposición y resuelva los desafíos que tiene delante; usando las reglas de la democracia: la competencia en primer lugar, pero también las vías de colaboración que ofrece.


    Al respecto existe otra idea muy difundida: que los argentinos y nuestras elites, a lo largo de las cuatro décadas de vida democrática, no hemos sabido superar nuestras diferencias. En vez de aprender de las malas gestiones para no repetirlas, fuimos hacia atrás: cada vez nos gobernamos peor, porque cada vez hay más disputas irresueltas y menos colaboración.


    Por supuesto esto está en relación con la fragmentación de nuestro sistema de partidos: cuando ella era acotada, en la década de 1980 y hasta principios de la de 1990, no era tan difícil que los grupos que llegaban al gobierno cooperaran entre sí, sus lazos históricos de identidad y solidaridad lo facilitaban; ahora que para ganar elecciones necesariamente hay que unir fuerzas distintas, lograr que luego cooperen en la gestión es mucho más complicado.


    Aun Raúl Alfonsín y Carlos Menem sortearon más o menos los problemas de mal gobierno, además de por sus notables dotes personales, por la cohesión de sus bases de apoyo. Los resultados de esos gobiernos monocolor fueron, de todos modos, controversiales, pero no cabe duda de que a lo largo de sus años en la presidencia corrigieron errores iniciales, funcionaron y sirvieron para resolver problemas estructurales del sistema institucional, del sector público y de la economía.


    Desde entonces, en cambio, reincidimos en los errores y en la incapacidad para aprender. Varios presidentes del nuevo siglo, Néstor y Cristina Kirchner, y en cierta medida también Mauricio Macri, lograron gobiernos sólidos, incluso en algunos aspectos más sólidos que los de Alfonsín y Menem. Sin embargo, sus rendimientos fueron decepcionantes en muchas áreas. En particular los Kirchner, que en vez de aportar soluciones, agravaron problemas heredados y reanimaron otros que habían sido resueltos o controlados, como el abuso de poder por los presidentes, la inflación y el peso del gasto público ineficiente. Lo cual cabe atribuírselo, al menos en alguna medida, a sus coaliciones de apoyo disfuncionales y a la mala relación entre ellas y el Poder Ejecutivo.


    En la última década estas dificultades se agravaron. De allí que todas las elecciones presidenciales hayan servido para sacar al gobierno en funciones y remplazarlo por otro, de inclinaciones bien distintas; que también fracasaría y sería desplazado en el siguiente turno electoral.


    Sin embargo, contra lo que se podría pensar, y lo que buena parte de los votantes parece haber concluido, no toda esa experiencia fue en balde. La alternancia recurrente fue de la mano de la formación de coaliciones alternativas que, por más que no tuvieron éxito en la gestión, aprendieron a sobrevivir a sus fracasos. Tal vez porque nada mejor las remplazó, y entonces una y otra vez volvieron a tener chances electorales. Fue en este ambiente que la discusión sobre cómo podían funcionar mejor nuestras coaliciones ganó centralidad en nuestro país.


    Se trata de un tema que cuando se volvió novedoso entre nosotros, ya era bastante viejo y conocido en el resto de la región y en el mundo. Porque lo cierto es que desde hace décadas que se viene aprendiendo, sobre todo en América Latina, cómo compatibilizar el presidencialismo con coaliciones multipartidarias capaces de cooperar eficazmente, tanto en la arena electoral como en la legislativa y en la gestión.


    Así fue que, dentro de un proceso globalmente decepcionante, pareció abrirse en los últimos años una oportunidad para dar un salto de calidad. A pesar de que nuestros gobiernos desde 2015 hasta 2023 se basaron en mayor o menor medida en coaliciones y todos ellos tuvieron desempeños mediocres o malos, en algunos aspectos realmente pésimos, en los dos últimos años de este ciclo pareció que la historia iba a darle una nueva oportunidad al juego coalicional. Y que la competencia planteada entre el Frente de Todos y Juntos por el Cambio (JxC) podía ser una base en que afirmar acuerdos interpartidarios más duraderos y crear mejores liderazgos y programas de gobierno.


    De todos modos, que esa posibilidad se frustrara finalmente no puede considerarse muy sorprendente: tanto en el fracaso resonante de JxC para ofrecer a la sociedad una nueva versión de sí misma, más cohesionada e innovadora que la de 2015, como en la crisis galopante en que terminó la gestión del FdT y el consecuente agravamiento del escenario económico y social, se revelaron una vez más problemas de larga data. Como la complicada sucesión de los liderazgos, originada en ambos espacios en que los índices de rechazo que ostentaban sus dos figuras todavía preponderantes, Cristina Kirchner y Mauricio Macri, no les impidieron resistir eficazmente, con todo tipo de artimañas, su pase a retiro.


    Esto ayuda a entender, a su vez, un tercer y definitivo factor que, junto a los malos rendimientos de las respectivas gestiones de gobierno y la persistente gravitación de líderes muy desgastados, dinamitó el “juego bicoalicional” establecido: la emergencia de un outsider que impugnó ese juego como posible fuente de soluciones y lo identificó como causa fundamental de la decadencia.


    Milei encarna, en este sentido, una radical novedad: por primera vez en nuestra historia compitió con éxito por la presidencia, a poco de entrar a la arena política, un dirigente prácticamente sin partido y que hizo de esa carencia su principal virtud, pues le permitía dar verosimilitud a la promesa de gobernar contra todos ellos, “la casta” responsable de nuestro persistente fracaso.


    Sin embargo, al mismo tiempo encarna un brutal desaprovechamiento de la experiencia: de la pretensión de hacer borrón y cuenta nueva con la política preexistente y gobernar a partir de esa tabula rasa, más que un mejoramiento de las chances de innovar se desprenderá, inevitablemente, un desperdicio de recursos y oportunidades para hacerlo. Es que, en esta como en otras cuestiones vitales, como el control de la inflación, la provisión de educación básica de calidad o la preservación de áreas del Estado de la politización y el faccionalismo, Argentina parece haberse vuelto un caso extremo de subdesarrollo, incluso de desaprendizaje, de las más elementales expertises políticas.


    Hay que decir, con todo, que más allá de esta promesa de “gobernar solo” y su circunstancial éxito de taquilla, el mandato de crear coaliciones no desapareció, sino que apenas se transformó. Porque bastarían unos pocos días para advertir que si el inesperado vencedor de las elecciones deseaba sobrevivir a los enormes desafíos de gestión que tenía por delante, debía empezar por reparar la fragilidad de sus apoyos. Para eso no tenía más escapatoria que optar por algún armado coalicional, una disyuntiva que si seguía demorando se le complicaría cada vez más, amenazando sus posibilidades de dar sustentabilidad a la gestión.


    Así es que, aun cuando hayamos optado por entronizar en el poder a un líder solitario, en rechazo a las coaliciones que una y otra vez nos fallaron, seguimos enfrentados al mismo problema: todavía necesitamos algo parecido a un acuerdo entre partidos, facciones o grupos de dirigentes más o menos organizados si deseamos ser gobernados de forma mínimamente eficaz y estable. Por lo cual nos conviene explorar con la mayor atención posible las experiencias pasadas, las nuestras y las ajenas, para aprender de ellas. Solo así estaremos en condiciones de hacer las cosas un poco mejor que como lo hicimos hasta aquí.


    De todo eso trata este libro. De cómo se podrían desatar los nudos del mal gobierno, que han afectado nuestro desempeño económico y estatal, con el objeto de mejorar la calidad de nuestros bienes públicos más esenciales, la moneda, la seguridad y la justicia. De cómo crear condiciones para que la política democrática haga mejor que hasta aquí su trabajo y se acerque un poco más a cumplir las promesas que formuló cuatro décadas atrás.


    El núcleo del libro lo compone, como ya explicaron generosa y suficientemente Alberto Dalla Vía y Luis Alberto Romero en la presentación y el prólogo, un estudio premiado por la Academia Nacional de Ciencias Morales y Políticas a comienzos de 2023, en cuya elaboración colaboraron, directa o indirectamente, quienes tomaron parte de la Iniciativa por la Cooperación Interpartidaria, un programa de acción pública que integré con Vicente Palermo, Nicolás Cherny, Hernán Charosky, Nancy Sosa y otros queridos amigos, entre los que quisiera mencionar particularmente a Alejandro Bonvecchi. También va mi sincero agradecimiento a los mencionados Dalla Vía, Romero y demás autoridades de la Academia, y a los editores de Fondo de Cultura Económica, en especial a Fabiana Blanco y Gastón Levin, por haber brindado toda su atención a la edición de este trabajo y hecho posible su publicación.


    Los tres primeros capítulos reproducen, con ligeras modificaciones y ampliaciones, el texto mencionado y contienen, en primer lugar, una explicación de las consecuencias de la fragmentación del sistema de partidos; en segundo lugar, el análisis de los factores institucionales que ayudan a entender las dificultades de las alianzas interpartidarias y de su relación con la gestión, y en tercer lugar, una revisión de las experiencias de gobiernos de coalición de las últimas décadas. Siguen otros dos capítulos que fueron redactados posteriormente, y en los que se tiende un puente entre esas experiencias y lo sucedido en la política argentina en los últimos dos años: el capítulo IV se centra en el fracaso de JxC para procesar la sucesión de su liderazgo, y el capítulo V se enfoca en los problemas que enfrenta el experimento de Milei para gobernar solo, sin coalición, y las chances de que avance hacia alguna fórmula cooperación con otros actores. El libro se cierra con un apartado de conclusiones e ideas de reforma que en parte reproduce las del trabajo original y en parte amplía la discusión hacia algunas nuevas áreas y temáticas.

  




  
    I. CONDENADOS A QUE NOS GOBIERNEN COALICIONES


    NO HAY MEJOR PRUEBA de que las coaliciones son un asunto imposible de obviar en nuestro sistema político que el hecho de que hasta un presidente como Javier Milei, que fue electo en rechazo a ese tipo de arreglos partidarios, terminara sometido a una extensa discusión sobre cómo, con quiénes y con qué objetivos debería formar algo parecido a una alianza de gobierno.


    Se recordará que su principal argumento de campaña, durante 2023, fue que los demás contendientes eran expresión de nuestros fracasos, y si no habían instrumentado jamás políticas mínimamente provechosas para la sociedad, y tampoco podían hacerlo en el futuro, era debido a su pertenencia a una casta de dirigentes siempre dispuestos a cooperar entre sí, pero por intereses particularistas, reñidos con las necesidades de sus electores. A esa “casta” autointeresada y expoliadora, Milei prometió oponerle un gobierno que lo tendría por exclusivo protagonista y que se nutriría de gente como él, sin compromisos con acuerdos “de casta”.


    Sin embargo, esa ilusión duró menos que la campaña: se comenzó a desmentir en cuanto Milei tuvo que, a regañadientes y para escándalo de algunos de sus seguidores más fanáticos, incluir en su armado electoral a Mauricio Macri y Patricia Bullrich para superar la diferencia que le había sacado Sergio Massa en la primera vuelta de las elecciones. Un primer paso en dirección a la convergencia con una parte de la “casta” que se profundizaría apenas resultó electo, cuando se lanzó a sumar exfuncionarios del macrismo y dirigentes peronistas al equipo de gobierno y —más aún después de los primeros trastazos en el Congreso— a seducir a los bloques de oposición moderada y a gobernadores de todas las orientaciones, con miras a aumentar su base legislativa y disminuir los riesgos de quedar enfrentado a un peronismo que en bloque siguiera respondiendo a los designios de Cristina Fernández de Kirchner.


    Como se sabe, algunos de esos intentos prosperaron y otros no. Tal vez esto último se correspondió con las apuestas que quedaron a medio camino, porque el propio presidente no puso demasiado empeño en que avanzaran: puede que este haya sido el caso con la posibilidad de que el presidente de la Cámara de Diputados fuera un peronista moderado (como Florencio Randazzo) o que el cargo recayera en Cristian Ritondo, alfil legislativo de Macri. El nuevo oficialismo terminó promoviendo a Martín Menem para el cargo, un legislador propio sin mucha experiencia, y la coalición legislativa con la que muchos soñaban debió esperar.


    Aunque no demasiado, porque a las pocas semanas el Ejecutivo presentó para tratar en sesiones extraordinarias proyectos muy ambiciosos y vitales para su programa de reformas, y enfrentó de lleno la difícil tarea de formar una mayoría a partir de una base propia muy acotada. Lo que le exigió convertir en socios efectivos de sus políticas a legisladores más o menos moderados y dispuestos a negociar con él, provenientes de Propuesta Republicana (PRO), del radicalismo, del resto de Juntos por el Cambio y del peronismo.


    ¿A qué se debe esta inevitabilidad de las coaliciones? ¿Por qué las necesitamos?


    ÉXITOS ELECTORALES, FRACASOS DE GESTIÓN, PROBLEMAS DE COOPERACIÓN



    Los argentinos estamos condenados a ser gobernados sobre la base de acuerdos entre fuerzas más o menos heterogéneas. Lo consideremos una ventaja o una desventaja, necesitamos que los políticos de distintos partidos y creencias cooperen para formar mayorías, y que pongan más esmero aún para sostenerlas cuando ejerzan el poder. Es nuestra condición y hay que aprender a lidiar con ella. Hasta ahora nos va bastante mal, mucho peor que a la mayoría de los países vecinos, y sería bueno saber por qué.


    ¿Por qué esta es una condición insuperable, al menos de momento? Porque el sistema de partidos argentino experimenta, desde hace varias décadas, una fuerte tendencia a la fragmentación: cada vez hay más fuerzas políticas nacionales, fruto de la división de partidos históricos y de la emergencia de otros nuevos, y por tanto todos ellos tienen más dificultades para formar por sí mismos una mayoría electoral y sostenerse en el poder sin ayuda.


    Basta un dato para constatarlo: el “número efectivo de partidos”, medido sobre la base de la cantidad de fuerzas que logran representación legislativa, desde 1983 a 2019 pasó de 2,2 a 7 (Degiustti y Scherlis, 2020). Es decir que hemos pasado, en poco más de treinta años, de tener un sistema bipartidista casi puro, con el voto distribuido entre peronistas y radicales, a un multipartidismo extremo o polarizado (Gervasoni, 2018). En él se contabilizan hoy en día nada menos que 46 fuerzas nacionales, un récord en la región y, casi, en el mundo. Sumemos a eso que habitualmente han existido, además, varios peronismos, y a veces varios radicalismos, compitiendo entre sí. Si le agregamos las fuerzas provinciales, que son aún más numerosas, se completa un cuadro de fenomenal complejidad.


    En simultáneo a este proceso hacia el multipartidismo ha tenido lugar otro, en alguna medida reparador de sus inconvenientes y acorde a lo sucedido en prácticamente todas las democracias latinoamericanas desde los años noventa a esta parte: la tendencia a la formación de coaliciones multipartidarias, tanto para las elecciones nacionales como para las distritales, para las ejecutivas y las legislativas (Deheza, 1997; Chasquetti, 2003; Cheibub et al., 2004).


    Estas coaliciones compensaron el efecto dispersivo de la fragmentación: en el marco de un multipartidismo cada vez más marcado, la formación de mayorías electorales, legislativas y de gobierno exigió en forma creciente que nuestras fuerzas políticas sellaran alianzas; al menos en las dos primeras arenas, electoral y legislativa, cumplieron con cierto éxito ese desafío. Esto nos habla de una dirigencia flexible y pragmática, y de un electorado bien dispuesto a valorar esos rasgos. En el marco de la disminución progresiva del voto de pertenencia a los partidos, es decir, del porcentaje de electores que votan por tradición o identidad siempre a la misma fuerza, las coaliciones se han nutrido de adhesiones independientes, móviles o “transversales”, que ayudan a entender que al menos algunas de ellas prosperaran, ganaran elecciones a poco de crearse y lograran formar gobiernos.


    Sin embargo, no muchas fueron eficaces en la gestión. A diferencia de lo sucedido en otros países latinoamericanos donde “gobierno de coalición” y “buena administración” fueron más o menos de la mano (Alemán y Tsebelis, 2012), algunas de las nuestras se quebraron apenas terminada la competencia electoral que les dio su oportunidad; otras entraron en crisis en cuanto hallaron dificultades para compartir el poder, y las pocas que duraron en el tiempo no dieron lugar a auténticos gobiernos de coalición, o lo hicieron parcialmente y con magros resultados.


    Su inestabilidad e ineficacia agravaron, en vez de resolver, los déficits de nuestras políticas públicas de las últimas décadas. Cada vez más estamos obligados a votar alianzas de partidos, pero en vez de gobernar mejor que las gestiones de un solo color de décadas anteriores, pareciera que ellas tendieron a hacer lo contrario. Confirmando los pronósticos sobre la ausencia de incentivos para su buen funcionamiento en regímenes presidencialistas formulados décadas atrás por la ciencia política (Mainwaring, 1993); a contramano de las experiencias exitosas en países como Brasil y Chile, Costa Rica o Uruguay, que habían venido desmintiendo en las últimas décadas dichos pronósticos.


    Como evidencia de esta mala fortuna basta decir que, si nos atenemos a una definición estricta de “coalición”, de todas las creadas a nivel nacional en nuestro país en los últimos veinte años, solo una logró sobrevivir todo un mandato de gobierno y a una derrota en las urnas (aunque no sobreviviría a un segundo fracaso). Repasemos brevemente esa historia.


    A diferencia de los primeros dos gobiernos de la etapa democrática iniciada en 1983, liderados respectivamente por la Unión Cívica Radical (UCR) y el Partido Justicialista (PJ), los que les siguieron no tuvieron detrás una fuerza política como sostén exclusivo o cuasi exclusivo: todos se apoyaron en alianzas entre partidos o fragmentos de partidos con distintos grados de institucionalización.


    Entre 1999 y 2001, gobernó la primera coalición en sentido estricto: la Alianza por el Trabajo, la Justicia y la Educación, formada por la UCR y el Frente País Solidario (Frepaso). Pero los aliados chocaron a poco de andar: se produjeron cambios de Gabinete sin acuerdo entre los socios, renunció el vicepresidente y se fracturaron las bancadas legislativas, así que no sorprende que la Alianza fuera incapaz de gestionar y de sobrevivir a la debacle de la convertibilidad.


    Algunos de los fragmentos remanentes de esa experiencia se aliaron entonces con un sector del peronismo, en una nueva “coalición” que nunca llegó a formalizarse y que, aunque logró un inesperado éxito en la gestión de la emergencia económica, entre fines de 2001 y comienzos de 2003, tampoco logró perdurar: no resultó de ese éxito un candidato de consenso para la siguiente elección presidencial, y desde entonces y hasta 2015 volvería a gobernar el peronismo. En cuanto a sus logros económicos, en particular las reglas establecidas para estabilizar la moneda serían progresivamente degradadas para por último ser abandonadas en los años que siguieron.


    El peronismo, como dijimos, volvió a ejercer en forma plena el poder en esta etapa. Pero lo hizo dividido y aliado a fuerzas menores: compitieron entre sí en esos años, tanto a nivel nacional como en muchos distritos, distintas expresiones peronistas, lo que no le impidió a su facción dominante formar mayorías a través del Frente para la Victoria (FPV). Es difícil de todos modos considerar a este sello electoral una auténtica coalición, electoral o de gobierno: se asemejó más a los frentes que el peronismo construyó con aliados ocasionales de muy escasa gravitación, desde los años sesenta en adelante, para aumentar su representatividad o combatir resistencias en segmentos específicos del electorado. Además, cuando intentó funcionar más efectivamente como una alianza de partidos, entre 2007 y 2008 bajo el nombre de Concertación Plural, sumando a la mayoría de los gobernadores e intendentes radicales, el resultado fue decepcionante: el entendimiento se quebró a pocos meses de iniciada la experiencia, y el grueso de los radicales concertacionistas volvió a la oposición. El FPV no volvería a intentar fórmulas semejantes con otros aliados.


    Mientras tanto, el llamado “no peronismo” siguió crónicamente dividido en la oposición, lo que limitó su eficacia electoral y legislativa. Recién lograría superar esa dispersión al formarse Cambiemos, alianza entre las fuerzas más gravitantes de ese espacio, concretada muy cerca de los comicios de 2015 en que obtuvo la victoria. Ella llegaría a ser la primera coalición capaz de mantenerse unida todo un mandato. E incluso siguió en pie tras caer derrotada en 2019 (Novaro, 2022). Aunque tampoco logró actuar como una auténtica coalición de gobierno: salvo el partido del presidente, el PRO, los demás aliados, incluida la UCR, tuvieron entre poca y nula injerencia en áreas críticas de la gestión. Desde un principio, el presidente Macri dejó en claro que no compartiría las decisiones, y sus socios no estuvieron en condiciones ni demasiado interesados en hacerlo cambiar de opinión.


    Más allá de estas limitaciones, la formación de alianzas tendió a consolidarse como pauta dominante en la vida política de esos años: también el peronismo superó su fragmentación en 2019, y lo hizo no tanto en torno a la estructura del PJ, como a una fórmula coalicional, el FdT, que reunió a fuerzas menores de izquierda y a organizaciones creadas previamente por disidentes peronistas, como el Frente Renovador (FR).


    Esta extensión de la dinámica coalicional se reflejaría también en el Congreso: si consideramos los interbloques, expresión legislativa de las alianzas mencionadas, el grado de fragmentación en la Cámara de Diputados se redujo en 2017 a 3,83, por la presencia de Cambiemos, y en 2019 cayó a 2,36, por la del FdT. En ese último año, nada menos que el 99% de los diputados pertenecía a algún interbloque, porque también la izquierda y el remanente de peronistas disidentes tenían los suyos (Degiustti y Scherlis, 2020).


    De todos modos, el FdT, como antes sucediera con el FPV, fue solo a medias una coalición. No tuvo reglas de funcionamiento ni una conducción orgánica. Ni la mayoría de las fuerzas aliadas tenían una mínima representatividad, por lo que podían abandonarlo sin traerle ningún inconveniente. A lo que se suma que los actores representativos no eran partidos, sino facciones del peronismo, en algunos casos informalmente organizadas. Aunque existió, de todos modos y como dato novedoso, un mayor equilibrio entre las facciones que lo conformaban que en el FPV, pues todas ellas, quien más quien menos, contaban con recursos que las demás necesitaban. Eso no impidió que al promediar la gestión se sumiera en fuertes conflictos internos, que se agravaron cuando cayó derrotado en las elecciones de medio término de 2021. Lo que no alentó a esperar que pudiera sobrevivir tras la nueva derrota que sufrió en 2023.


    ¿Qué podemos aprender de estos experimentos coalicionales, cuyas fases de auge electoral fueron seguidas invariablemente por fracasos en la gestión, derrotas y divorcios? Difícil decirlo. Lo que primero salta a la vista es que en su desarrollo cambió algo importante respecto a la dinámica previa de la política argentina: hay mucha más disposición a la cooperación entre fuerzas distintas y en pugna de la que solía haber en el pasado. Solo que tal vez, todavía, no toda la necesaria, no con la suficiente persistencia en el tiempo, ni enfocada en los asuntos y en las instancias en que es más necesaria.


    LECCIONES, APRENDIZAJES, RECURRENCIAS EN EL ERROR



    La tendencia a la formación de coaliciones en Argentina tiene varios significados destacables. Ante todo, pone de relieve que, a pesar de las dificultades que enfrentan, los protagonistas del juego político siguen siendo partidos, o en el peor de los casos, facciones de partidos. En el pasado ese papel lo tuvieron frecuentemente “movimientos”, “corporaciones” o caudillos que atribuían hora un rol subalterno, hora uno descollante, a sus bases de apoyo, por entenderlas como un instrumento dócil y secundario en sus manos o como la expresión de la nación misma (algo que, pareciera, volvió a ponerse de moda con el auge de Milei y los libertarios). En suma, dado que en épocas pasadas los actores centrales de nuestra vida pública fueron entidades sin un claro ajuste a las reglas de la competencia electoral y la alternancia en el poder, cabe celebrar que en las últimas décadas, y al menos hasta 2023, lo hayan sido fuerzas políticas más o menos organizadas como tales y ajustadas a esos criterios. Por más que hayan estado en ocasiones muy desacreditadas, algunas de las más tradicionales enfrentaran crisis profundas, y el surgimiento de otras nuevas no lograra todavía dar forma a un sistema estable (Gervasoni, 2018). Esta inestabilidad las ha disuadido frecuentemente de formar alianzas duraderas, pues cada elección se vuelve una tentación para que los partidos en pugna apuesten a lograr un vuelco radical del electorado a su favor, a costa de eventuales socios. Sin embargo, a pesar de todo, partidos nuevos y viejos han sido los protagonistas centrales de la competencia y, en consecuencia, también del gobierno en nuestro país. Punto a su favor y a favor de la formación de instituciones más o menos regladas y estables.


    En segundo lugar, es destacable la moderación y el acotamiento experimentados por identidades partidarias que en el pasado habían tenido rasgos unanimistas y excluyentes: las viejas corrientes que en su momento aspiraron a representar a la nación entera tendieron a adaptarse a un juego más pluralista, que les impuso límites. Con mayor o menor disposición de su parte según los casos, se acomodaron a la inestabilidad de las preferencias de los electores y a la caída del voto de pertenencia. Algo que afectó sobre todo al radicalismo, pero dejó también marca en el peronismo. Y que implicó para ambos obstáculos crecientes para representar por sí solos ya no a la nación, siquiera a una módica mayoría electoral. Y la necesidad, por tanto, de cooperar con otros para alcanzar el poder y ejercerlo.


    Estos cambios hablan de una mayor inclinación a combinar la histórica disposición a la competencia y a la búsqueda de la hegemonía, con dosis crecientes de colaboración. La pregunta que nos planteamos es en qué medida este aprendizaje se completó y permitió el desarrollo de prácticas consistentes y sostenidas para que las coaliciones perduraran y gobernaran con mínima eficacia, en particular en la instrumentación de reformas de largo aliento, el principal desafío pendiente para la democracia de nuestro tiempo. Es fácil advertir que siguieron existiendo serios déficits al respecto. Aunque hay que ver si ellos provienen de las tradiciones, de las identidades partidarias, de nuestra cultura política desde siempre querellante, o de otras fuentes, rasgos institucionales y políticos tal vez más fáciles de modificar.


    Con estas preguntas en mente, a continuación, vamos a analizar las novedades que arrojó la formación de coaliciones en los últimos años, centrándonos en los obstáculos que se presentaron para su consolidación en el ejercicio del gobierno y para su continuidad en el tiempo, pese a ocasionales logros electorales.


    Podemos postular, a priori, varias explicaciones para esa precariedad. Algunas atienden a las dificultades intrínsecas de la tarea de gobernar un país como Argentina en estas últimas décadas: déficit fiscal crónico, recurrentes y agudos ciclos recesivos, acompañados en casi todos los casos de altos índices de inflación y, en todos, de escasas capacidades de gestión de la administración nacional; todos elementos que han debilitado los apoyos sociales y partidarios de los presidentes. Pero cabe suponer que estos problemas afectaron a todos ellos, independientemente de cuál fuera su base partidaria, y lo vienen haciendo desde mucho antes, por lo que trataremos de despejarlos.


    Otros rasgos más específicos de nuestro diseño institucional —presidencialista con legislatura bicameral, federalismo mal coordinado, representación proporcional con bajos umbrales, elecciones muy frecuentes y solo en parte concurrentes, gabinetes poco o nada institucionalizados, etc.— pudieron en cambio haber afectado de modo especial a los gobiernos basados en coaliciones, ya que desalientan la cooperación entre partidos. Así que les prestaremos más atención, para determinar en qué medida esto fue lo que sucedió.


    Por último, cabe contabilizar problemas específicos de los partidos que pueden haber dificultado su participación en alianzas, en particular a la hora de gobernar. Nos detendremos por tanto en el funcionamiento y las características de las fuerzas políticas, y en su influencia en los acuerdos entre ellas. Analizaremos su relación con las pautas institucionales antes listadas, para determinar si potenciaron esos déficits.


    En síntesis, nuestra hipótesis general es que las dificultades para que las alianzas perduren y den lugar a gestiones de gobierno eficaces no se deben tanto a los rasgos de nuestra cultura política que frecuentemente se identifican como culpables —el personalismo, el unanimismo, la indisposición a buscar acuerdos, la presencia de barreras ideológicas infranqueables u otras por el estilo—, ni a características generales del sistema político —por ejemplo, que tengamos un presidencialismo fuerte—, sino principalmente a rasgos de los propios partidos y su interacción con reglas específicas del sistema, que organizan su competencia y actuación institucional, y entorpecen la cooperación.


    Agrupamos estas dificultades, más concretamente, en dos grandes conjuntos: el de las reglas que multiplican los actores de veto (Tsebelis, 2002) y el de los rasgos que multiplican las oportunidades para que esos actores creen situaciones de bloqueo e inestabilidad. No casualmente remiten a la tipología de dificultades que las coaliciones de gobierno suelen enfrentar en todos los sistemas políticos, sean presidenciales o parlamentarios, polarizados o consociativos.


    Se ha dicho que los gobiernos de coalición abren la posibilidad de mitigar rasgos problemáticos del presidencialismo: porque introducen un control ministerial cruzado con el control parlamentario sobre los jefes del Ejecutivo, lo que ayuda a su vez a que se despersonalice el ejercicio del gobierno y se desarrollen liderazgos cooperativos, en lugar de excluyentes y hegemónicos. También porque ellos relativizan la mirada ideológica de los asuntos públicos y la gravitación de los clivajes partidistas, promoviendo tanto en la dirigencia como entre los votantes un mayor pragmatismo y responsabilidad con los resultados de la gestión. Podemos agregar, siguiendo a Golder, que


     


    las coaliciones preelectorales brindan la ocasión de combinar los mejores rasgos de la visión mayoritaria de la democracia (accountability incrementada, transparencia, identificación clara del gobernante, mandatos fuertes) con los de la representación proporcional (amplia oferta de opciones, más ajustado reflejo de las preferencias de los votantes en la legislatura) (2006: 3).


     


    Estas ventajas, de todos modos, se hacen realidad si las coaliciones logran un buen desempeño en la gestión; si eso no sucede puede que el resultado sea el inverso y se potencien los rasgos personalistas, hegemónicos y excluyentes: dado que las crisis de las alianzas gobernantes suelen conducir al debilitamiento de la autoridad, e incluso a la caída de los presidentes, y dado que en los sistemas presidencialistas no existe la posibilidad de adelantar los comicios para crear un nuevo gobierno, su mal desempeño puede significar un gran perjuicio para las democracias. La historia reciente argentina también ofrece varios ejemplos al respecto, que ayudan a entender la pérdida de prestigio y la fragmentación de nuestros partidos en los últimos años.


    Sobre la base de los avances de los estudios teóricos y comparados que enfatizan el peso de rasgos institucionales y partidarios específicos, tanto a favor como en contra de la formación de coaliciones, en el próximo capítulo someteremos a prueba los argumentos recién expuestos sobre el caso argentino, apuntando a elaborar un mapa exhaustivo de las dificultades que ellas hallaron para gobernar. Asimismo compararemos nuestras coaliciones con las de países de la región, en especial de Chile y Brasil, que acumulan valiosas experiencias de gestión de este tipo, en el caso de Brasil desde mucho tiempo atrás, en sistemas presidencialistas que, por otro lado, tienen muchas similitudes con el nuestro (Abranches, 1988; Chasquetti, 2003; Albala, 2016). Todas estas coaliciones reunieron partidos con dinámicas y características muy distintas a las de los argentinos, diferencia que ofrece otra buena razón para orientar hacia allí nuestra atención.


    Luego, en los capítulos siguientes, y sobre la base de ese mapa, estudiaremos en mayor profundidad las experiencias coalicionales del último cuarto de siglo y el proceso que llevó de un juego bicoalicional relativamente estable, entre 2015 y 2023, a una crisis de confianza aguda en esos actores y sus líderes, para finalmente desembocar en la emergencia de un actor por completo nuevo y en ruptura con esa pauta coalicional: un líder que se propuso gobernar sin acuerdos, sin alianzas de ningún tipo, para sacar de la cancha a todos los demás actores. Al final del libro plantearemos algunas ideas, fundadas en el recorrido realizado, para apuntar a un mejor gobierno. En la perspectiva que aquí adoptamos sería uno capaz de superar las falencias del sistema político para fomentar la eficaz cooperación entre actores heterogéneos. Algo que tarde o temprano, nos guste o no, tendremos que aprender a hacer.


    INCENTIVOS Y DESINCENTIVOS INSTITUCIONALES PARA LA COOPERACIÓN



    Empecemos por algunas definiciones. Las coaliciones electorales son alianzas entre partidos, o entre facciones más o menos diferenciadas y organizadas de distintos partidos, que compiten bajo un lema común durante un período de tiempo suficientemente largo como para compartir recursos organizacionales y financieros, y distribuirse según criterios consensuados y en lo posible reglados, los cargos de representación obtenidos (Serrafero, 2006; Golder, 2006). Agreguemos que al menos dos de los socios deben tener una mínima relevancia electoral, para que su participación en el lema compartido, o su interrupción, sea significativa para las contrapartes. Una cláusula necesaria, en nuestro caso, para diferenciar situaciones en que efectivamente hay cooperación entre fuerzas políticas distintas de otras en que simplemente una de ellas simula que la hay, con la ayuda de sellos partidarios irrelevantes.


    Las coaliciones legislativas, en tanto, son acuerdos preelectorales, o poselectorales donde se dan mecanismos similares a los recién mencionados para futuras elecciones, que dan lugar a entendimientos para que dos o más bloques de legisladores voten coincidentemente en el Parlamento sobre una amplia variedad de temas.


    Las coaliciones de gobierno, por último, son acuerdos que agregan a los anteriores cierto entendimiento para el ejercicio de cargos ejecutivos conquistados, para lo cual se conforman gabinetes y se distribuyen otros cargos relevantes de gestión entre los aliados, con miras a ejecutar un programa político común. Lo que supone que estas acciones comunes buscarán perdurar en el tiempo lo suficiente para concretar algunos objetivos programáticos (Amorim Neto, 1998; Chasquetti, 2008; Albala, 2009; Bunker, 2019).


    Las dificultades para la transición exitosa de una coalición electoral a una legislativa y, más todavía, desde aquellas a una de gobierno pueden provenir de las condiciones y los objetivos con que las primeras se conformaron. También pueden influir problemas que intervienen al momento de poner en funciones la administración electa. Finalmente, a los anteriores puede sumarse un tercer conjunto de inconvenientes: los que resultan del avance de la gestión y la inminencia de nuevos desafíos electorales. Estos pueden complicar la consolidación de la coalición, al debilitar los compromisos previamente asumidos sin que se generen otros nuevos en su lugar. Para un detenido estudio del tema conviene tener presente, entonces, esta secuencia y distinguir los factores que en cada momento tienen más chances de volverse determinantes.


    Agreguemos, más allá de estas distinciones temporales, que todas las coaliciones requieren algunos elementos muy básicos para funcionar apropiadamente, que no varían demasiado de un país a otro, ni siquiera de un tipo de régimen a otro: líderes consensuados e inclusivos, y mecanismos para elegirlos, controlarlos y remplazarlos; un programa mínimamente compartido y viable, sobre al menos parte de la agenda del momento; y mecanismos para distribuir entre los aliados las candidaturas y los cargos, sean de representación o de gobierno, y resolver conflictos que surjan sobre la gestión o las siguientes candidaturas.


    Y necesitan, por encima de todo, aliados que puedan proveer esos recursos, es decir, que ellos mismos los tengan en alguna medida: es difícil que partidos muy divididos internamente sobre las políticas que es preciso implementar, que carezcan de líderes consensuados y mecanismos para elegirlos y resolver sus disputas internas, cooperen eficazmente con otros para encarar esos asuntos. Las coaliciones pueden reparar déficits de algunos de los miembros, en uno u otro de esos terrenos, al complementar sus respectivas fortalezas, pero no pueden construir sobre la arena: es muy difícil que pueda funcionar una coalición que no encuentre en sus miembros los materiales para proveerse mínimamente de líderes, programa y reglas.


    Por lo mismo, y como explicaremos en detalle más adelante, la complementariedad entre los recursos de los aliados puede facilitar la formación y sostenimiento de las coaliciones, pero también introduce desequilibrios potencialmente conflictivos: la heterogeneidad de recursos puede alentar a los aliados a hacer un uso abusivo de los que disponen, y minimizar la influencia de los que tienen en falta; cuando uno de ellos recurre a este tipo de estrategias, el ejemplo cunde, los demás tienden a hacer lo mismo, obstaculizándose así la generación de arenas y reglas comunes para resolver diferencias. Veremos que este tipo de problemas es frecuente en nuestro caso.


    La presencia de formateurs o “arquitectos del consenso” es vital en todos los estadíos, para la formación de coaliciones electorales, para su conversión en gobierno y su perdurabilidad. Esos actores merecen, por tanto, particular atención. En ellos se condensa la experiencia previa de los partidos y los gobiernos, y las lecciones que hayan sabido extraer, a veces buenas, a veces malas. Ahora bien: ¿qué es lo que hace a un buen promotor del consenso?, ¿su carisma personal, su talento para la negociación o su comprensión pragmática de los desafíos electorales y de gobierno, su identificación con una causa o su capacidad de amoldarse y atender las preferencias de los demás?, ¿qué tipo de habilidades aporta y lo diferencian de los líderes de partido o facción?, ¿cómo identificarlo y valorar su papel en cada momento de la experiencia coalicional? Probablemente haya muchas diferencias de un caso a otro al respecto, pero vale la pena considerar el problema en términos generales.


    Entre esos formateurs en los sistemas presidencialistas casi siempre destaca el presidente y los candidatos presidenciales cuando la coalición está en la oposición (Alemán y Tsebelis, 2012). Pero aun siendo central su rol para que una coalición se forme, se transforme en una de gobierno o sobreviva a una crisis (Cheibub et al., 2004: 566 y ss.), en todo lo cual suelen disfrutar de márgenes de maniobra mayores que los primeros ministros de los regímenes parlamentarios, los presidentes también suelen verse obligados a aceptar que otros actores intervengan en esos asuntos. Sobre todo cuando ellos no son jefes de su partido, o lo son solo en parte, y no gravitan suficientemente sobre los aliados. Entre esos otros posibles formateurs figuran los aspirantes a la sucesión, los jefes partidarios, los titulares de bancadas, ministros con peso propio y líderes subnacionales relevantes. Debemos prestar atención al papel de todos ello y sus específicas estrategias de alianza.


    Los motivos que mueven a los partidos a aliarse también pesan: puede suponerse que siempre se combinan, aunque en grados variables, el acceso a cargos y los objetivos programáticos. Marissa Kellam estudió cuánto han influido cada uno de ellos en distintos casos latinoamericanos (2015: 397 y ss.) y concluye que eso varía a medida que las coaliciones transitan de la competencia electoral a la gestión de gobierno, y de vuelta a la arena electoral.


    Teóricamente puede postularse, para las coaliciones igual que para los partidos, un trade off entre ambos objetivos: ciertos sacrificios programáticos serán más aceptables para los aliados cuanto más inmediata y contundentemente se vean compensados por ganancias en el acceso a cargos, y viceversa. También, igual que sucede en los partidos, esos sacrificios serán más difíciles de procesar mientras menos coherencia programática exista entre los socios. Es decir, más se tensionarán la confianza y la cooperación entre ellos mientras más desacuerdo exista sobre los objetivos esenciales o sacrificables del programa de gobierno.


    La diferencia entre las coaliciones y los partidos en este aspecto consiste en que, en las primeras, entre las opciones que tienen los miembros para mejorar su situación, en uno de esos terrenos, logros o cargos, o en ambos a la vez, será siempre más gravitante la opción de “salida”: romper la alianza. Puede decirse entonces, siguiendo a Albert Hirschman (1970), sociólogo precursor de los estudios sobre la cooperación política, que las coaliciones tienen que lidiar constantemente con un juego inestable entre las alternativas que se les presentan a sus miembros entre colaborar o dejar de hacerlo, y que estos buscarán resolver recurriendo a la “voz”, el reclamo de correcciones acordes a sus preferencias, y en caso de fracasar, a la “salida”; o mejor dicho, primero a la amenaza de salida y luego a su concreción. Una coalición exitosa y estable será aquella que evite que esa amenaza sea un recurso permanente, y mucho más, que se concrete; para lo cual se proveerá de mecanismos que atiendan las demandas de los miembros, sus voces, con el fin de crear una lealtad nueva y específica entre los aliados, una “identidad coalicional” que se sobreimprima a las identidades partidarias, y permita sobrellevar mejor los conflictos y momentos críticos.


    Esta lealtad funciona, entonces, como un cuarto recurso coalicional, junto a las reglas, los líderes y los programas, y será expresiva del grado de madurez que las alianzas alcancen. De nuevo, mensurar el peso de la identidad coalicional, tanto entre los dirigentes y activistas como entre los votantes, es todo un desafío que solo se puede atender parcialmente. Pero no considerar su influencia por esa dificultad supondría dejar fuera del análisis un factor fundamental.


    Todos estos recursos, como se ve, son solidarios entre sí y propenden a un doble objetivo: la continuidad de los acuerdos y la cooperación fluida entre los aliados. Las coaliciones son, por naturaleza, más inestables que los partidos, y enfrentan más bloqueos para tomar decisiones. Esto se ha relacionado, ante todo, al número de miembros, pues cada uno de ellos puede ser un actor de veto (Bawn y Rosenbluth, 2006). Aunque existen otros factores que incrementan el número de actores de veto y las oportunidades que ellos disponen para ejercer bloqueos. Esto es en especial relevante para el caso argentino dado que, como explicamos más arriba, los problemas de nuestras coaliciones parecen asociarse a estos factores tanto o más que al número de partidos que reúnen. Volveremos sobre esta cuestión en detalle cuando analicemos factores institucionales específicos que pueden multiplicar los actores de veto y favorecer los bloqueos.


    Asimismo es preciso atender al grado de complementación entre los objetivos de los aliados. En dos terrenos al menos: las categorías de cargos cuya conquista privilegian, y los temas de agenda que priorizan. Se ha escrito mucho sobre la conveniencia de que los socios sean afines en términos ideológicos y programáticos: es ley universalmente aceptada que cuanto más distantes sean en ambos aspectos, más difícil les resultará tomar decisiones (Tsebelis, 2002). A su vez, se conocen las ventajas de que tengan dimensiones similares. Aunque también puede ser útil que existan distinciones acotadas y complementarias en todos esos terrenos: si los aliados tienen diferencias programáticas pero también prioridades distintas, les será más fácil cooperar y sacrificar objetivos menos prioritarios para cada uno, a cambio de concesiones en lo que los demás prioricen; y si privilegian la conquista de cargos de distintos niveles o en distintas regiones, por sus diferencias en términos de peso o presencia territorial, podrán procesar mejor las aspiraciones en pugna y, en general, la competencia por candidaturas. Lo primero explica que partidos con una agenda muy específica frecuentemente puedan aliarse y cooperar con otros de muy distintas ideologías. Y lo segundo, que en ocasiones los aliados más tentadores para fuerzas nacionales sean las locales o distritales.


    Sin embargo, esas complementariedades tienen contraindicaciones, igual que sucede con las que operan sobre las diferencias de recursos que mencionamos algunas páginas atrás. Partidos con objetivos puntuales, un asunto exclusivo de interés dentro de la agenda pública, o el mero acceso a cargos y recursos como meta, o áreas muy delimitadas de implantación territorial tenderán a ser oportunistas en los demás temas y en general en la política nacional, por lo cual no serán aliados del todo confiables en coaliciones de este nivel (Kellam, 2013); menos todavía si estas tienen que resolver problemas complejos en que se imbrican múltiples asuntos, y aquellos tienen alianzas alternativas disponibles.


    En cuanto a las reglas de juego, finalmente, habrá que distinguir las que rigen para todo el sistema de partidos, y que las coaliciones utilizan en su provecho, de las que ellas mismas se dan para procesar la toma de decisiones y resolver conflictos. Ambos conjuntos de reglas pueden ser más o menos complejos, según la variedad de asuntos que atiendan, y más o menos rígidos y formales, o flexibles e informales; aunque es habitual que el segundo grupo sea de esta última clase. Lo que se podrá comprobar según su variabilidad en el tiempo y frente a coyunturas críticas, y el modo más o menos explícito y estricto en que se han establecido.


    Todos estos asuntos se consideraron en los estudios sobre coaliciones en sistemas presidenciales de América Latina, desarrollados notablemente en los últimos años, fruto de que ellas dejaron de ser “excepcionales”, como las consideraba el politólogo Juan Linz tres décadas atrás, y pasaron a ser parte cotidiana del funcionamiento de estos regímenes. El análisis de los problemas que las coaliciones de gobierno han enfrentado en Argentina puede sacar, gracias a eso, gran provecho de una amplia variedad y un gran número de estudios de caso, análisis comparados y teóricos. Sobre la base de su revisión y contrastación con la experiencia argentina reciente podremos comprender mejor los factores institucionales que son más gravitantes para el desempeño de nuestras alianzas de partidos. El resultado de ese análisis ocupa lo sustancial del próximo capítulo, en que intentaremos precisar cómo han funcionado entre nosotros los incentivos y desincentivos para la cooperación, qué explicación tiene que haya sido así, y prepararemos el terreno para estudiar mejor lo que hasta aquí parece un destino inescapable: que nuestras coaliciones nos decepcionen.
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